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       Mazatlán, Sinaloa, trece de diciembre de dos mil diecisiete. 

 

         
  Visto para resolver el presente juicio de nulidad número 

1442/2017, promovido por el ciudadano 

***********************, por su propio derecho, quien demandó 

al Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del Honorable 

Ayuntamiento de Escuinapa, Sinaloa; y   

  

ANTECEDENTES Y TRÁMITE 

 

1.- El veintiocho de junio de dos mil diecisiete, mediante 

escrito inicial de demanda, compareció ante esta Sala Regional Zona Sur 

del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Sinaloa, el ciudadano 

***********************, por su propio derecho, quien demandó 

al Director de Ingresos de la Tesorería Municipal del Honorable 

Ayuntamiento de Escuinapa, Sinaloa, por la nulidad del crédito fiscal 

determinado con fecha ***********************, por concepto de 

“PAGO POR CARGA Y DESCARGA DE VEHICULOS” por la cantidad total de 

***********************. 

 

2.-Admitida que fue la demanda y desahogada la prueba 

documental presentada por el actor, se emplazó a la autoridad 

demandada, quien presentó su contestación a la misma, según se 

advierte de las constancias procesales que conforman el presente juicio. 

  

3.- Mediante auto dictado el veintiséis de octubre de dos mil 

diecisiete, se otorgó a las partes  un término de tres días para que 

formularan alegatos, sin que hubiesen realizado manifestación alguna no 

obstante que se encuentran debidamente notificados.  

 

        4.-  Por auto de nueve de noviembre de dos mil diecisiete, se 

declaró cerrado el periodo de instrucción, citándose el juicio para oír 

sentencia, y; 

COMPETENCIA: 
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Esta Sala es competente para conocer y resolver del presente Juicio, 

de conformidad con los artículos 2, 3, 13 fracción I, 22 y 23 fracción I, de 

la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa; 24 y 27 del 

Reglamento Interior del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de 

Sinaloa.  

 

CONSIDERACIONES Y FUNDAMENTOS 

 

I.- Por lo que toca a las expresiones formuladas por la parte actora 

y la autoridad demandada, a título de conceptos de nulidad este Juzgador 

omitirá su trascripción sin que por ello, de ser necesario deba 

pronunciarse a su estudio exhaustivo, al considerar que dicho actuar no 

constituye una omisión formal en la estructura de la presente sentencia 

acorde con lo preceptuado por el artículo 96 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, y que además, no representa 

fuente generadora de agravios a las partes del presente juicio.  

 

II.- De conformidad con lo dispuesto por la fracción I del artículo 

96 de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, se 

procede a la fijación del acto impugnado en el juicio y la pretensión 

procesal de la actora, de la siguiente manera: 

 

En la especie el acto impugnado lo constituye: 

 

-El  crédito fiscal determinado con fecha 

***********************, por concepto de “PAGO POR CARGA Y 

DESCARGA DE VEHICULOS”, por la cantidad total de 

***********************. 

 

La pretensión procesal de la actora es que esta Sala declare su 

nulidad, argumentando que se violó en su perjuicio el contenido del 

artículo 16 Constitucional ya que el crédito fiscal contenido en la orden de 

limitación carece de los requisitos de fundamentación y motivación. 

         

III.- Ahora bien, advertido que el estudio de las causales de 

improcedencia y sobreseimiento del juicio deben ser analizadas aún de 

oficio por la Sala, según lo dispuesto por los artículos 93, in fine y 96 
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fracción II de la Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Sinaloa, 

este juzgador estima dable precisar que del estudio efectuado a las 

constancias procesales que integran los presentes autos, no se extraen 

elementos objetivos que tornen necesario pronunciamiento respectivo 

con relación a la posible actualización de alguna de las hipótesis 

normativas a que aluden los numerales 93 y 94 de la supra citada 

legislación; en mérito de ello, estimándose satisfecha la exigencia que a 

la Sala le imponen los citados ordinales 93 in fine y 96 fracción II del 

enjuiciamiento de la materia. 

 

IV.- Enseguida, este juzgador estima procedente el dictado del 

juzgamiento que impetra la parte actora a través de su escrito de 

demanda, pronunciándose por tanto al estudio de los conceptos de 

nulidad vertidos por ésta, en observancia de lo mandatado por la fracción 

III, del aludido ordinal 96, del ordenamiento legal con anterioridad 

invocado.  

 

Asentado lo anterior, este Órgano de Impartición de Justicia iniciará 

con el estudio del tercer concepto de nulidad que formula la parte 

actora, en el cual de manera esencial refiere, que la resolución  

impugnada carece de la firma autógrafa de la autoridad demandada. 

(visible hoja 5).  

 

Al respecto, la autoridad demandada, negó la afirmación del actor, 

refiriendo que el crédito fiscal impugnado, si cumple con los requisitos 

exigidos por la Ley de Hacienda del Estado de Sinaloa, ya que  este le fue 

estregado con el sello y la firma de la autoridad competente. 

 

En razón de lo antes expuesto, esta Sala estima que resulta 

fundado el argumento expuesto por el demandante, por lo siguiente: 

 

El numeral 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, establece: 

 

“ARTÍCULO 16. Nadie puede ser molestado en su 
persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
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virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, 
que funde y motive la causa legal del procedimiento.  

(…)”. 

 

De una interpretación realizada al artículo en cita, se desprende 

que la emisión de todo acto de molestia precisa de la concurrencia 

indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 

1)  Se exprese por escrito y contenga la firma original o 

autógrafa del respectivo funcionario;  

2) Provenga de autoridad competente; y,  

3) En los documentos escritos en los que se exprese, se 

funde y motive la causa legal del procedimiento. 

 

Apoya la anterior determinación:1 

 

ACTOS DE MOLESTIA. REQUISITOS MÍNIMOS QUE DEBEN 
REVESTIR PARA QUE SEAN CONSTITUCIONALES. 
 

De lo dispuesto en el artículo 16 de la Constitución Federal se 
desprende que la emisión de todo acto de molestia precisa de la 

concurrencia indispensable de tres requisitos mínimos, a saber: 1) 
que se exprese por escrito y contenga la firma original o autógrafa 

del respectivo funcionario; 2) que provenga de autoridad 
competente; y, 3) que en los documentos escritos en los que se 
exprese, se funde y motive la causa legal del procedimiento. Cabe 

señalar que la primera de estas exigencias tiene como propósito 
evidente que pueda haber certeza sobre la existencia del acto de 

molestia y para que el afectado pueda conocer con precisión de cuál 
autoridad proviene, así como su contenido y sus consecuencias. 
Asimismo, que el acto de autoridad provenga de una autoridad 

competente significa que la emisora esté habilitada constitucional o 
legalmente y tenga dentro de sus atribuciones la facultad de 

emitirlo. Y la exigencia de fundamentación es entendida como el 
deber que tiene la autoridad de expresar, en el mandamiento 
escrito, los preceptos legales que regulen el hecho y las 

consecuencias jurídicas que pretenda imponer el acto de autoridad, 
presupuesto que tiene su origen en el principio de legalidad que en 

su aspecto imperativo consiste en que las autoridades sólo pueden 
hacer lo que la ley les permite; mientras que la exigencia de 
motivación se traduce en la expresión de las razones por las cuales 

la autoridad considera que los hechos en que basa su proceder se 
encuentran probados y son precisamente los previstos en la 

disposición legal que afirma aplicar. Presupuestos, el de la 
fundamentación y el de la motivación, que deben coexistir y se 
suponen mutuamente, pues no es posible citar disposiciones legales 

sin relacionarlas con los hechos de que se trate, ni exponer razones 
sobre hechos que carezcan de relevancia para dichas disposiciones. 

Esta correlación entre los fundamentos jurídicos y los motivos de 
hecho supone necesariamente un razonamiento de la autoridad para 
demostrar la aplicabilidad de los preceptos legales invocados a los 

                                                 
1
 Novena Época Registro: 184546 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Tesis Aislada Fuente: Semanario Judicial de la 

Federación y su Gaceta  XVII, Abril de 2003 Materia(s): Común Tesis: I.3o.C.52 K Página:  1050 
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hechos de que se trate, lo que en realidad implica la 

fundamentación y motivación de la causa legal del procedimiento. 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER 

CIRCUITO. 
 

Amparo directo 10303/2002. Pemex Exploración y Producción. 22 de 
agosto de 2002. Unanimidad de votos. Ponente: Armando Cortés 
Galván. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas. 

 
 

De ese lenguaje se desprende que todo acto que afecte la esfera 

jurídica de los particulares, debe estar emitido por autoridad competente 

y esto sólo se acredita con la firma autógrafa de puño y letra de quien 

procede, porque desde el punto de vista legal es la firma lo que da 

autenticidad a los escritos. 

 

Ante todo, es claro que por firma autógrafa debe entenderse la que 

proviene de la mano misma del autor, es decir, un mandamiento escrito 

sin firma no puede decirse procedente de la autoridad competente, ni de 

ninguna otra. 

  

Apoya la anterior determinación, la siguiente tesis jurisprudencial:2 

 

FIRMA. MANDAMIENTO ESCRITO DE AUTORIDAD 

COMPETENTE. 
 

El artículo 16 constitucional señala que nadie puede ser molestado 
en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en 
virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente. De ese 

lenguaje se desprende que el mandamiento escrito debe estar 
firmado por esa autoridad competente, porque desde el punto de 

vista legal es la firma lo que da autenticidad a los escritos (o la 
huella digital, con testigos, cuando ello procede). Es decir, un 
mandamiento escrito sin firma no puede decirse procedente de la 

autoridad competente, ni de ninguna otra. Y así como no podría 
darse curso a una demanda de amparo carente de firma, de la 

misma manera no puede darse validez alguna a un oficio o 
resolución sin firma, aunque según su texto se diga proveniente de 

alguna autoridad. Por otra parte, para notificar un crédito fiscal al 
presunto deudor del mismo, es menester que el notificador le dé a 
conocer el mandamiento escrito y, por ende, firmado, de la 

autoridad que tuvo competencia para fincarle el crédito, pues sería 
incorrecto pensar que la firma del notificador pudiera suplir la firma 

de la autoridad competente de quien debió emanar el fincamiento 
del crédito, ya que esto violaría el artículo constitucional a comento, 

                                                 
2
 Séptima Época Registro: 254101 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación  84 Sexta Parte Materia(s): Constitucional Tesis:  Página:  83 
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al no ser el notificador autoridad competente para fincar créditos, 
sino sólo para notificarlos. Este tribunal no ignora que puede ser 

cómodo para algún organismo fiscal girar notificaciones y 
liquidaciones sin necesidad de motivarlas, fundarlas, ni firmarlas, 
pero también estima que un concepto de comodidad o eficiencia así 

concebido de ninguna manera es fundamento legal bastante para 
derogar una garantía constitucional, de lo que surgiría, sin duda 

alguna, un mal social mayor. Pues es claro que las garantías 
constitucionales no pueden ni deben subordinarse al criterio de 
eficiencia de empleados o funcionarios administrativos. 

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL 
PRIMER CIRCUITO. 

Séptima Epoca, Sexta Parte: 
Volumen 76, página 37. Amparo directo 141/75. Tecnoplásticos, 
S.A. 29 de abril de 1975. Unanimidad de votos. Ponente: Guillermo 

Guzmán Orozco. 
Volumen 80, página 36. Amparo en revisión 267/75. Creaciones 

Risita, S.A. 5 de agosto de 1975. Unanimidad de votos. Ponente: 
Guillermo Guzmán Orozco. 
Volumen 81, página 38. Amparo en revisión 451/75. Compañía 

Hulera "El Faro", S.A. 3 de septiembre de 1975. Unanimidad de 
votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volumen 81, página 38. Amparo en revisión 427/75. Compañía 
Hulera "El Faro", S.A. 3 de septiembre de 1975. Unanimidad de 
votos. La publicación no menciona el nombre del ponente. 

Volumen 81, página 38. Amparo en revisión 407/75. Distribuidora 
Izcalli, S. de R.L. 10 de septiembre de 1975. Unanimidad de votos. 

La publicación no menciona el nombre del ponente. 
 

 

       Precisado lo anterior, con apoyo en lo dispuesto por los artículos 96, 

fracción IV y 89, fracción I de la ley de la materia, se procede al análisis 

y valoración de las pruebas allegadas por las partes. 

 

 Así pues, del análisis de la resolución impugnada emitida por la 

autoridad demandada, (visible en hoja 09 de autos del presente 

expediente), se observa concretamente en su parte final, que aparece una 

firma que supuestamente corresponde al referido funcionario. 

 

 En este sentido, resulta necesario tener en cuenta la disposición 

contenida en el artículo 88 de la Ley de Justicia Administrativa para el 

Estado de Sinaloa, el cual, estatuye: 

 
“ARTÍCULO 88.- Los actos impugnados a las autoridades se 
presumirán legales, sin embargo, deberán probar los hechos 

que los motiven cuando el afectado los niegue lisa y 
llanamente, a menos que la negativa implique la afirmación 
de otro hecho. Igualmente se presumirán válidos los actos no 

impugnados de manera expresa en la demanda o aquellos 
que aunque impugnados no se allegaren elementos de prueba 

suficientes para acreditar su ilegalidad.” 
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En efecto, el precepto en comento, prevé la presunción de 

legalidad de la que están investidos los actos susceptibles de impugnarse 

ante este órgano jurisdiccional, es decir, de la que, salvo prueba en 

contrario, gozan todos los actos de autoridad, atributo que encuentra 

apoyo legal en la estimación de que la administración pública, 

manifestando el ejercicio de las atribuciones que la ley le arroga por 

conducto de las autoridades que la conforman, persigue 

preponderantemente la satisfacción de necesidades e intereses de la 

colectividad, siendo así dable considerar que la emisión y ejecución de 

sus actuaciones oficiales no buscan la consecución de ningún interés que 

no se vincule con su fin esencial.  

 

 Así, el precitado artículo 88 de la ley de la materia, en su parte 

inicial dispone la presunción de legalidad de los actos impugnados ante 

este órgano de impartición de Justicia, la cual debe ser desvirtuada por 

los demandantes con los argumentos y medios de prueba, en caso 

contrario, el acto de autoridad debe reputarse válido. Posteriormente 

dicho numeral prevé una excepción a la referida presunción, al expresar 

que ante la negativa del particular, la autoridad deberá probar los hechos 

que motiven sus resoluciones, excepto cuando la negativa implique la 

afirmación de otro hecho. En tal supuesto, encontramos que como 

posibilidad de defensa del particular, cuando niegue de manera lisa y 

llana los hechos que se le atribuyen, es indudable que la autoridad tiene 

la obligación de acreditar los hechos en que sustenta su resolución.  

 

Por consiguiente, y atendiendo que la parte actora aduce en su 

demanda que el acto impugnado no contiene firma autógrafa, a ella no 

corresponde la carga de probar dicha afirmación, toda vez que no se 

refiere a hechos propios, sino al señalamiento de un vicio para la 

invalidez del acto como el impugnado; por lo cual, la autoridad 

demandada debe probar la manifestación expuesta respecto a que la 

resolución impugnada entregada al demandante sí contiene firma 

autógrafa. 

 



  

8 

Lo antes expuesto, encuentra soporte en la jurisprudencia que a 

continuación se transcribe:3 

 

FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE 
A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL 

JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A 
LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE. 
La manifestación del actor en un juicio de nulidad en el sentido de 

que el acto administrativo impugnado carece de firma autógrafa de la 
autoridad que lo emitió, no es apta para estimar que a él le 

corresponde la carga de la prueba, ya que no se trata de una 
afirmación sobre hechos propios. Ahora bien, si la autoridad en la 
contestación a la demanda manifiesta que el acto sí calza firma 

autógrafa, ello constituye una afirmación sobre hechos propios que la 
obliga a demostrarlos; además, es importante destacar que el 

juzgador no está en condiciones de apreciar a simple vista si la firma 
que calza el documento es autógrafa o no, toda vez que no posee los 
conocimientos técnicos especializados para ello, dado que la 

comprobación de ese hecho requiere de la prueba pericial 
grafoscópica que ofrezca la demandada. 

 
SEGUNDA SALA 
 

SOLICITUD DE SUSTITUCIÓN DE JURISPRUDENCIA 5/2011. Tercer 
Tribunal Colegiado del Décimo Segundo Circuito. 25 de enero de 

2012. Cinco votos. Ponente: Luis María Aguilar Morales. Secretaria: 
Laura Montes López. 

 

Tesis de jurisprudencia 13/2012 (10a.). Aprobada por la Segunda 
Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del uno de febrero de 

dos mil doce. 
 

Nota: La presente tesis deriva de la resolución dictada en el solicitud 
de sustitución de jurisprudencia 5/2011, en la cual la Segunda Sala 
de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, por unanimidad de 

cinco votos de los señores Ministros Luis María Aguilar Morales 
(ponente), Sergio Salvador Aguirre Anguiano, José Fernando Franco 

González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y presidente Sergio A. 
Valls Hernández, determinó modificar el criterio contenido en la tesis 
2a./J. 195/2007, de rubro: "FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA 

PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO 
IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN A LA DEMANDA 

AFIRME QUE ÉSTE LA CONTIENE.", derivada de la contradicción de 
tesis 192/2007-SS, publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, 

página 243. 
 

  Bajo ese contexto, tenemos que en el caso concreto, correspondió a 

la demandada demostrar plenamente que en realidad el acto impugnado 

cuenta con la firma autógrafa del funcionario que emitió el acto que nos 

ocupa, pues no debe soslayarse que, como ya se explicó en párrafos 

                                                 
3
 Época: Décima Época Registro: 2000361 Instancia: SEGUNDA SALA TipoTesis: Jurisprudencia Fuente: Semanario Judicial de 

la Federación y su Gaceta Localización:  Libro VI, Marzo de 2012, Tomo 1 Materia(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 13/2012 

(10a.) Pag. 770 
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precedentes, atento al principio de la carga de la prueba no queda al 

arbitrio del actor sino de la enjuiciada. 

 

En ese sentido, la autoridad demandada afirma que en el acto 

impugnado, se asentó que se hizo entrega del mismo y que se notificó 

con firma autógrafa; sin embargo, una vez analizado el documento donde 

consta la resolución impugnada, no se desprenden elementos o datos 

que arrojen la convicción de que la referida constancia conteniendo el 

signo gráfico en original o autógrafo, fue entregado y recibido al 

enjuiciante; además que, de manera alguna se advierte que la autoridad 

demandada hubiese aportado al presente juicio alguna probanza que 

acredite la notificación practicada al hoy actor. 

 

En ese sentido, al no haber acreditado que el original de la resolución 

impugnada se entregó al demandante con firma autógrafa, se concluye que 

ésta incumplió con la carga procesal, tal y como se sostiene en la 

jurisprudencia que a continuación se plasma:4 

 
FIRMA AUTÓGRAFA DEL ACTO IMPUGNADO EN EL 
JUICIO DE NULIDAD. FORMA DE CUMPLIR CON LA 

CARGA PROBATORIA CUANDO LA AUTORIDAD 
AFIRMA QUE LA CONTIENE. 

En observancia a los principios de igualdad entre las partes 
y de equilibrio procesal, así como a la obligación de cumplir 
con las formalidades esenciales del procedimiento 

contenidos en los artículos 1o., 14, 16 y 17 de la 
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en 

los juicios deben observarse las reglas legales previstas al 
respecto, entre las que se encuentra la relativa a la 
oportunidad de ofrecer y desahogar las pruebas en que las 

partes soporten sus posturas. Por ello, en términos del 
artículo 40 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 

Administrativo, la autoridad demandada puede ofrecer y 
desahogar cualquiera de los medios probatorios permitidos 
por la ley, a fin de acreditar sus defensas, cuya idoneidad 

dependerá de los hechos que pretenda acreditar, y su 
apreciación y valoración del prudente arbitrio del Juez; en 

el entendido de que los hechos citados pueden constituir 
circunstancias variadas, distintas a las consideradas en las 
ejecutorias que dieron origen a las jurisprudencias 2a./J. 

195/2007 (*) y 2a./J. 13/2012 (10a.) (**). Así, ante la 
afirmación de la demandada de que la resolución 

                                                 
4
 Época: Décima Época, Registro: 2008224, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del 

Semanario Judicial de la Federación, Libro 14, Enero de 2015, Tomo I, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 110/2014 

(10a.), Página: 873 
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combatida contiene la firma autógrafa de la autoridad 
emitente que entregó al momento de su notificación 

al interesado, es posible que para demostrarlo y 
cumplir con la carga de la prueba, exhiba constancia 
del acta levantada al efecto, que pueda confirmar que 

aquel documento se recibió firmado en original, por 
ser un medio de prueba legal, sobre la base de que 

quien atendió la comunicación tuvo conciencia del 
contenido de la leyenda de mérito, máxime si ésta se 
ubica en el área donde firmó la recepción de aquel 

documento. Lo anterior no impide que la parte actora 
pueda ofrecer prueba idónea para demostrar la falta de 

autenticidad de la firma correspondiente. 
 
Contradicción de tesis 175/2014. Entre las sustentadas por 

el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito 
y el Pleno del Trigésimo Circuito. 17 de septiembre de 

2014. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, 
Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. 

Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Alberto Pérez 
Dayán. Secretaria: María del Carmen Alejandra Hernández 

Jiménez. 
 
Tesis y criterio contendientes: 

 
Tesis PC.XXX. J/6 A (10a.), de título y subtítulo: "FIRMA 

AUTÓGRAFA EN EL MANDAMIENTO DE AUTORIDAD. 
APLICABILIDAD DE LAS JURISPRUDENCIAS 2a./J. 

195/2007 Y 2a./J. 13/2012 (10a.) DE LA SEGUNDA SALA 
DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, EN EL 
SUPUESTO DE QUE EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO LA ACTORA AFIRME QUE LA 
RESOLUCIÓN IMPUGNADA CARECE DE AQUÉLLA Y LA 

DEMANDADA REFUTE ESE ARGUMENTO SOSTENIENDO QUE 
EN LA CONSTANCIA DE SU NOTIFICACIÓN SE ASENTÓ QUE 
SE HIZO ENTREGA DE ESA RESOLUCIÓN EN ORIGINAL, 

INCLUYÉNDOLA.", aprobada por el Pleno del Trigésimo 
Circuito, y publicada en el Semanario Judicial de la 

Federación del viernes 21 de febrero de 2014 a las 10:32 
horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 3, Tomo II, febrero de 

2014, página 1691, y el sustentado por el Tercer Tribunal 
Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito, al resolver los 

amparos directos 83/2014 y 90/2014. 
 
Tesis de jurisprudencia 110/2014 (10a.). Aprobada por la 

Segunda Sala de este Alto Tribunal, en sesión privada del 
ocho de octubre de dos mil catorce. 

 
_______________ 
Nota: (*) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 195/2007 citada, 

aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXVI, octubre de 2007, 

página 243, con el rubro: "FIRMA AUTÓGRAFA. LA CARGA 
DE LA PRUEBA CORRESPONDE A LA AUTORIDAD QUE 
EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO, SIEMPRE QUE EN LA 

CONTESTACIÓN A LA DEMANDA AFIRME QUE ÉSTE LA 
CONTIENE." 
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(**) La tesis de jurisprudencia 2a./J. 13/2012 (10a.) 

citada, aparece publicada en el Semanario Judicial de la 
Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro VI, Tomo 1, 

marzo de 2012, página 770, con el rubro: "FIRMA 
AUTÓGRAFA. LA CARGA DE LA PRUEBA CORRESPONDE A 

LA AUTORIDAD QUE EMITIÓ EL ACTO IMPUGNADO EN EL 
JUICIO DE NULIDAD, SIEMPRE QUE EN LA CONTESTACIÓN 
A LA DEMANDA AFIRME QUE AQUÉL SÍ LA CONTIENE." 

 
Esta tesis se publicó el viernes 16 de enero de 2015 a las 

9:00 horas en el Semanario Judicial de la Federación y, por 
ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del 
lunes 19 de enero de 2015, para los efectos previstos en el 

punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013. 
 

* Lo resaltado es de la Sala. 

 

 

Así, del análisis que realiza este órgano de impartición de justicia a 

las constancias que integran el sumario que nos ocupa, no se advierte 

que la autoridad demandada haya aportado medio de convicción para 

acreditar la carga probatoria adquirida, y ante tal estado de cosas se 

tiene por acreditada la afirmación del demandante. 

 

En razón de lo anterior, si el documento combatido carece del signo 

gráfico que lo autentifique mediante el cual se externa la obligación en el 

contenida, se concluye que tal acto debe ser declarado nulo, puesto que al 

no plasmarse la voluntad expresa del funcionario que lo emitió a través de 

la firma respectiva de su propio puño y letra, no se refleja su voluntad 

respecto a lo ordenado en el mismo, por lo que al carecer de tal elemento 

no se tiene la certeza y firmeza de su contenido. 

 

Para lo anterior, sirve de apoyo la jurisprudencia que a continuación 

se inserta: 5 

 
FIRMA AUTOGRAFA, RESOLUCION CARENTE DE. ES 
INCONSTITUCIONAL. 
Si bien es cierto que el artículo 16 constitucional no 

establece expresamente que las autoridades firmen su 
mandamientos autógrafamente, sí se desprende del citado 

artículo, al exigir que exista un mandamiento escrito que 
funde y motive la causa legal del procedimiento, que los 

                                                 
5
 Época: Séptima Época, Registro: 251598, Instancia: TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO, TipoTesis: 

Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Localización:  Volumen 133-138, Sexta Parte, Materia(s): Común 

Tesis: Pag. 281 
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mandamientos de autoridad ostenten la firma original. En 
efecto, por "firma", según el Diccionario de la Real 

Academia de la Lengua Española, se entiende: "Nombre y 
apellido, o título de una persona que ésta pone con rúbrica 
al pie de un documento escrito de mano propia o ajena, 

para darle autenticidad o para obligarse a lo que en él se 
dice. El vocablo "firma" deriva del verbo "firmar" y éste del 

latín "firmare", cuyo significado es afirmar o dar fuerza. A 
su vez, la palabra "firmar", se define como "Afirmar, dar 
firmeza y seguridad a una cosa" (Diccionario citado). En 

este orden de ideas y trasladando los mencionados 
conceptos al campo del derecho constitucional, debe 

decirse que la firma consiste en asentar al pie de una 
resolución o acto escrito de autoridad, el nombre y apellido 
de la persona que los expide, en la forma (legible o no) en 

que acostumbra hacerlo, con el propósito de dar 
autenticidad y firmeza a la resolución así como aceptar la 

responsabilidad que deriva de la emisión del mandamiento. 
Es por ello que la firma de una resolución, para que tenga 
validez a la luz de la Constitución General de la República, 

debe ser autógrafa, pues ésta es la única forma en que la 
persona que la asienta, adquiere una relación directa entre 

lo expresado en el escrito y la firma que debe calzarlo; es 
decir, es la única forma en que la autoridad emitente 
acepta el contenido de la resolución con las consecuencias 

inherentes a ella y además es la única forma en que se 
proporciona seguridad al gobernado de que el firmante ha 

aceptado expresamente el contenido de la resolución y es 
responsable de la misma. Desde luego es irrelevante para 

que exista esa seguridad jurídica en beneficio del 
gobernante (quien firma) y el gobernado (quien recibe o se 
notifica de la resolución firmada), que la resolución o acto 

de autoridad se encuentren o no impresos, pues al firmar la 
autoridad emitente se responsabiliza del contenido, sea 

cual fuere la forma en que se escribió la resolución. Pero en 
cambio, no puede aceptarse que la firma se encuentre 
impresa, pues en estos casos no existe seguridad jurídica ni 

para el gobernante ni para el gobernado, de que la 
autoridad de manera expresa se ha responsabilizado de las 

consecuencias de la resolución. 
 
TRIBUNAL COLEGIADO DEL NOVENO CIRCUITO 

 
Séptima Epoca: 

 
Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en 
revisión 527/79. Andrés de Alba. 21 de febrero de 1980. 

Unanimidad de votos. La publicación no menciona el 
nombre del ponente. 

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en 
revisión 7/80. Jorge de Alba. 21 de febrero de 1980. 
Unanimidad de votos. La publicación no menciona el 

nombre del ponente. 
Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en 

revisión 452/79. Radio Potosina, S. A. 6 de marzo de 1980. 
Unanimidad de votos. La publicación no menciona el 
nombre del ponente. 

Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en 
revisión 11/80. Cinemas Gemelos de San Luis Potosí, S. A. 
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13 de marzo de 1980. Unanimidad de votos. La publicación 

no menciona el nombre del ponente. 
Volúmenes 133-138, Sexta Parte, pág. 68. Amparo en 

revisión 52/80. Miguel Fernández Arámbula. 19 de marzo 
de 1980. Unanimidad de votos. La publicación no menciona 

el nombre del ponente. 
 
Nota: En el Informe de 1980, la tesis aparece bajo el rubro 

"FIRMA AUTOGRAFA. SI LA RESOLUCION RECLAMADA EN 
AMPARO CARECE DE ELLA, RESULTA 

INCONSTITUCIONAL.". 

 

En mérito de lo anterior, resulta evidente la violación en que 

incurre la autoridad demandada al emitir la resolución impugnada, al 

haber sido emitida sin satisfacer plenamente las formalidades que para 

su validez exige el principio de legalidad contenido en el primer párrafo 

del artículo 16 Constitucional, debido a que tal como se desprende del 

documento que contiene la misma no se plasmó la firma autógrafa del 

funcionario competente, razón por la cual, con fundamento en lo 

dispuesto por el artículo 97, fracción II, de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa.  

 

Atendiendo al hecho de que el concepto de nulidad analizado 

anteriormente resulta suficiente para decretar la nulidad del acto 

administrativo traído a juicio, resulta innecesario entrar al estudio del 

diverso concepto de anulación hecho valer por la parte actora, toda vez 

que es suficiente que proceda uno de ellos para que esta Sala decrete la 

nulidad del acto impugnado según lo dispuesto por la fracción III del 

artículo 96 de la Ley de la materia; la cual resulta lisa y llana en la 

especie, en atención a que no resulta factible condenar a las autoridades 

a emitir un acto diverso (que purgue los vicios del anterior); puesto que 

tal evento dependería de que cuenten o no los motivos y fundamentos 

para hacerlo.  

 

Por lo anteriormente expuesto y fundado, de acuerdo a lo 

establecido en la fracción VI del numeral y ordenamiento anteriormente  

citado se;   

 

R E S U E L V E: 
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PRIMERO.- Ha procedido la acción intentada por el ciudadano 

***********************, consecuentemente.  

 

SEGUNDO.- Se declara la NULIDAD del acto impugnado precisado 

en el punto número 1 del capítulo de ANTECEDENTES Y TRÁMITE; de 

conformidad con lo analizado en el apartado V del capítulo de 

Consideraciones y Fundamentos de la presente resolución. 

 

TERCERO. Actualizado el supuesto normativo previsto por el 

artículo 102 de la Ley de Justicia Administrativo para el Estado de 

Sinaloa, la presente sentencia habrá de declararse ejecutoriada para los 

efectos legales que resulten conducentes, procediéndose enseguida a 

ordenar el archivo del expediente como asunto total y definitivamente 

concluido. 

 

CUARTO.- NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

Así lo proveyó y firmó el ciudadano Licenciado Jesús David 

Guevara Garzón, Magistrado de la Sala Regional Zona Sur del Tribunal 

de lo Contencioso Administrativo del Estado de Sinaloa, con residencia en 

esta ciudad, con fundamento en los artículos 23 y 26 de la Ley de Justicia 

Administrativa para el Estado de Sinaloa, en unión del ciudadano 

licenciado Heriberto Aguilar Sanabia, Secretario de Acuerdos, que 

actúa y da fe. 

 

 
 

 

 

 

 
 

 

 

 
 

 

 

 
 

 

ELIMINADO. Corresponde a datos personales de las partes del juicio. Fundamento 

legal: artículos 3 fracción XXVI, 149, 155 fracción III, 156 y 165 de la Ley de 

transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de Sinaloa, en relación con 

los numerales Trigésimo Octavo fracción I, Quincuagésimo Segundo párrafo segundo, 

Quincuagésimo Tercero, Quincuagésimo Noveno, Sexagésimo Segundo y Sexagésimo 

Tercero de los Lineamientos generales en materia de clasificación y desclasificación de 

la información, así como la elaboración de versiones públicas. 
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